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Montevideo, 24 de julio de 1993. ORDEN DEL DIA 
La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ex- Discusión general y particular del proyecto de ley, con de- 


traordinaria y permanente (artículo 168, inciso 7, numeral d) de claratoria de urgente consideración, por el que se deroga el 
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monopolio de seguros que ejerce el Banco de Seguros del 
Estado. 


(Carp. N* 1177/93 - Rep. N* 641/93 y Anexos I y II) 
LOS SECRETARIOS”. 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Alonso Tellechea, Amo- 
rín Larrañaga, Arana, Astori, Batalla, Bianchi, Blanco, Bou- 
za, Bouzas, Bruera, Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, Elso 
Goñi, Gargano, González Modernell, Grenno, Irurtia, Kor- 
zeniak, Librán Bonino, Olascoaga, Pereyra, Pérez, Pozzolo, 
Ricaldoni, Riesgo, Santoro, Silveira Zavala, Urioste y Zu- 
marán. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Belvisi, Jude 
y Millor. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 17 y 23 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 27 de julio de 1993, 


La Presidencia de la Asamblea General remite varios Men- 
sajes del Poder Ejecutivo: 


comunicando haber dictado un Decreto por el que se exone- 
ra del pago de diversos gravámenes a las importaciones que 
se realicen en el marco del Convenio de Préstamo N* 332- 
UR, destinado a la ejecución del Proyecto Nacional de Apoyo 
al Pequeño Productor Agropecuario; 


y a solicitud del Consejo Directivo Central de la Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública, comunicando la re- 
solución adoptada, por la que se efectúa la apertura del 
Rubro 3 “Servicios No Personales”, con recursos prove- 
nientes de Herencias Yacentes, Legados y Donaciones. 


-Ténganse presente, 

El Ministerio del Interior remite la información solicitada 
por los señores Senadores Pablo Millor y Dante Irurtia, rela- 
cionada con los servicios que realiza dicho Ministerio, por el 
artículo 222 en los Casinos del Estado, 


-Oportunamente le fue entregado a los señores Senadores. 


De conformidad con lo estabiecido en el artículo 118 de la 
Constitución, el señor Senador Mariano Arana solicita se curse 
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un pedido de informes al Ministerio de Educación y Cultura, 
relacionado con la liquidación de sueldos de docentes depen- 
dientes del Consejo de Educación Primaria. 


-Oportunamente fue tramitado”. 


4) MONOPOLIO DE SEGUROS. Su derogación. Proyecto 
de ley con declaratoria de urgencia. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado pasa a considerar cl 
único punto que figura en el orden del día: “Proyecto de ley, 
con declaratoria de urgente consideración, por el que se deroga 
el monopolio de seguros que ejerce el Banco de Seguros del 
Estado. (Carp. N* 1177/93 - Rep. N* 641/93 y Anexos I y 11)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. No, 1177/93 
Rep. No. 641/93 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio 
del Interior 
Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Economía y Finanzas 
Ministerio de Educación 
y Cultura 
Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas 
Ministerio de Industria, 
Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 
Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo 
Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente 


Montevideo, 22 junio 1993 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 

Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, 
haciendo uso de las potestades que le confiere el artículo 168 
numeral 7 de la Constitución de la República, a los efectos de 
remitirle el adjunto proyecto de ley tendiente a la supresión del 
monopolio de seguros existente, declarándolo de urgente conside- 
ración. 


Con fecha lo. de agosto de 1990, este Poder remitió al 
Poder Legislativo un Mensaje y proyecto de ley relativo a 
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determinados monopolios estatales entre los que se contaba el 
de seguros, 


La Cámara de Representantes desglosó los distintos capítu- 
los del proyecto referido a los efectos de aprobarlos como leyes 
independientes en función de la materia y con fecha 20 de 
diciembre de 1990, con algunas modificaciones, aprobó la des- 
monopolización de los seguros. 


“Coincidimos con el país en cuanto a que la desmonopoli- 
zación de los seguros traerá como consecuencia una mayor 
eficiencia, abaratamiento de los costos y competencia, que es 
buena y sana. El propio Banco de Seguros del Estado, con sus 
funcionarios y con sus Directores, seguramente logrará mante- 
ner el liderazgo en los seguros a través de una competencia 
sana que le servirá a la gente y también al país.” Así se expresó 
un legislador al apoyar el proyecto en cuestión (Diario de Se- 
siones de la Cámara de Representantes, T. 653, pág. 241). 


No obstante, dicho proyecto no ha sido aún aprobado por la 
Cámara de Senadores. 


La fundamentación que obra en el Mensaje de lo. de agosto 
de 1990, en lo esencial continúa vigente, por lo que “mutatis 
mutandis” debe considerarse parte integrante del presente. 


Pero hechos supervinientes hacen que el Poder Ejecutivo 
insista en la iniciativa, aunque con algunas modificaciones con 
relación a la propuesta original y al texto aprobado por la 
Cámara de Representantes, por razones de urgencia. 


En efecto, los monopolios comerciales, como lo son los de 
seguros, resultan incompatibles con el MERCOSUR por tratar- 
se de restricciones no arancelarias. En consecuencia, el Tratado 
de Asunción, aprobado en nuestro país por la Ley No. 16.196, 
de 22 de julio de 1991, produce su derogación con relación a 
sus Estados Partes. 


No obstante lo expresado, se ha discutido la fecha en que se 
produciría esta derogación. Dado lo importante del tema es 
preciso dar certeza al punto, cosa que se procura con este 
proyecto de ley. 


Por otra parte, si bien dicho Tratado suprime los menciona- 
dos monopolios, no contiene normas que regulen la actividad 
en la materia ni prevé los indispensables mecanismos de con- 
trol. Es pues preciso crear'ese marco normativo y un adecuado 
sistema de control por parte del Estado. Este proyecto pues 
tiende a llenar ese vacío. 


Finalmente, debe tenerse presente que dado el tiempo 
transcurrido, está próxima la fecha de entrada en vigencia 
del MERCOSUR. En consecuencia, se torna imperioso cuanto 
antes poner al Banco de Seguros del Estado en condiciones de 
competir con las demás empresas aseguradoras de la región, 


Este proyecto pues procura: a) la desmonopolización de los 
seguros; b) dotar a la actividad en la materia de un marco jurídico 
adecuado; c) establecer un mecanismo de control estatal. 
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Estos aspectos, por lo menos en lo esencial ya fueron apro- 
bados por la Cámara de Representantes, Por eso el Poder Eje- 
cutivo ahora insiste en ellos. No se incluyen en cambio los 
otros aspectos también aprobados por dicha Cámara porque son 
los que han encontrado resistencia en la Cámara de Senadores 
impidiendo así su aprobación, 


A los efectos pues de evitar dilaciones dada la urgencia del 
caso por la pronta entrada en vigencia del MERCOSUR, se 
envía el presente proyecto con declaratoria de urgente conside- 
ración excluyendo los puntos que más polémica han planteado, 


Saluda al Señor Presidente con la mayor consideración. 


LUIS ALBERTO LACALLE HERRERA, Presidente 
de ta República, Alvaro Carbone, Antonio Mercader, 
Juan C. Raffo, José Villar, Manuel A. Romay, Gui- 
llermo García Costa, Sergio Abreu, Mariano Brito, 
Juan Andrés Ramírez, Eduardo Ache, Pedro Sara- 
via, Ignacio de Posadas Montero 


PROYECTO DE LEY 


Artículo lo, - Deróganse todas las disposiciones que esta- 
blecen monopolios de contratos de seguros en favor del Estado 
y que son ejercidos por el Banco de Seguros del Estado, con 
excepción de las relativas a accidentes de trabajo y enfermeda- 
des profesionales contenidas en la Ley No. 16.074, de 10 de 
octubre de 1989, 


Artículo 2o. - Los contratos de seguros otorgados en el 
país, sólo podrán celebrarse con compañías públicas o privadas, 
instaladas en el país, que cuenten con la autorización del Poder 
Ejecutivo para operar en la materia, sin perjuicio de lo dispuesto en 
Tratados Internacionales en que la República sea parte. 


Las compañías reaseguradoras, para operar en el país deberán 
también contar con la previa autorización del Poder Ejecutivo. 


Artículo 30. - A los efectos de la autorización referida en el 
artículo anterior, la reglamentación determinará los requisitos 
de admisibilidad y regulará los aspectos relativos a la solvencia 
financiera y técnica de la empresa, reaseguros e inversiones, así 
como el sistema de control, 


El Banco de Seguros del Estado y las compañías aseguradoras 
que actualmente operan en el país, deberán ajustarse al nuevo 
régimen en el plazo de un año a contar de la fecha de la reglamen- 
tación referida en este artículo. Mientras tanto podrán celebrar los 
mismos contratos que podían celebrar hasta el presente. 


Artículo 40, - Créase en el Banco Central del Uruguay, la 
Superintendencia de Seguros y Reaseguros, que actuará como 
órgano desconcentrado del referido organismo, 


Su titular, el Superintendente de Seguros y Reaseguros, será 
de particular confianza y será designado por el Directorio del 
Banco Central del Uruguay. 
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La Superintendencia de Seguros y Reaseguros será provista 
de los recursos materiales para su funcionamiento por el Banco 
Central del Uruguay. Prestarán servicios en ella, funcionarios 
de este Banco o de otros órganos u organismos públicos en 
régimen de comisión. 


Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, el Directo- 
rio del Banco podrá, por unanimidad, contratar a término, per- 
sonal técnico para tareas específicamente determinadas. 


Compete a la Superintendencia de Seguros y Reaseguros 
controlar a las empresas públicas y privadas que realicen acti- 
vidades de seguros o reaseguros, así como a las personas que 
ejerzan actividad de intermediación en la materia indicada y 
coordinar la actividad del sector público. 


Artículo 50. - Declárase especialmente aplicable a las com- 
pañías y a la actividad de seguros y reaseguros, lo dispuesto en 
los artículos 20 a 24 del decreto-ley No. 15.322, de 17 de 
setiembre de 1982, con las modificaciones introducidas por la 
Ley No. 16,327, de 11 de noviembre de 1992. 


La reglamentación determinará las demás normas de las 
citadas leyes que deban ser aplicables a las compañías de segu- 
ros O reaseguros o en general a la actividad de seguros o rease- 
guros, en virtud de su naturaleza. 


Los poderes jurídicos que las normas citadas confieren al 
Banco Central del Uruguay, en materia de seguros y reaseguros 
serán ejercidas por la Superintendencia de Seguros y Reaseguros. 


Artículo 60. - Créase una Comisión Honoraria integrada 
por un representante del Ministerio de Economía y Finanzas, 
que la presidirá, dos del Banco de Seguros del Estado y dos 
delegados del sector privado designados por dicho Ministerio a 
propuesta de las compañías de seguros y reaseguros que operen 
en plaza y de quienes ejercen actividad de intermediación en la 
materia, 


La reglamentación regulará la forma de designación de los 
integrantes de esta Comisión. 


El Ministerio de Economía y Finanzas suministrará los re- 
cursos necesarios para su funcionamiento. 


Artículo 70. - Los cometidos de esta Comisión Honoraria 
serán: 
Y 
A) Asesorar al Poder Ejecutivo y a la Superintendencia de 
Seguros y Reaseguros; 


B) Proponer al Poder Ejecutivo textos legalcs o reglamenta- 
rios sobre las siguientes materias: 


a) régimen jurídico de control estatal sobre el Banco de 
Seguros del Estado, las compañías privadas de segu- 
ros y de reaseguros y las personas que ejerzan activi- 
dad de intermediación en la materia. 


b) régimen jurídico del contrato de seguros y del de 
Teaseguros. 
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Esta Comisión Honoraria deberá asimismo, dentro de los 
seis meses de su instalación, elaborar un anteproyecto de una 
nueva Carta Orgánica del Banco de Seguros del Estado y un 
anteproyecto de ley a los efectos de regular la actividad de 
intermediación en materia de seguros. 


Alvaro Carbone, Antonio Mercader, Juan C. Raffo, 
José Villar, Manuel A. Romay, Guillermo García Cos- 
ta, Sergio Abreu, Mariano Brito, Juan Andrés Ramí- 
rez, Eduardo Ache, Pedro Saravia, Ignacio de Posa- 
das Montero 


Anexo No. l 
al Rep. No. 641/93 
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Comisión de Hacienda 


PROYECTO SUSTITUTIVO 


Artículo 1* (Libre contratación de seguros). - Declárase 
libre la celebración de contratos de seguros sobre todos los 
riesgos, en las condiciones que determine la ley. 


Deróganse todas las disposiciones que establecen monopo- 
lios de contratos de seguros en favor del Estado y ejercidos por 
el Banco de Seguros del Estado y especialmente los artículos lo. a 
7o. inclusive y 29 de la Ley No. 3.935, de 27 de diciembre de 
1911 y los artículos lo. y 20. de la Ley No. 7.975, de 19 de 
julio de 1926. 


Exceptúanse de lo dispuesto precedentemente todos los con- 
tratos de seguros que celebren las personas públicas estatales y 
los relativos a accidentes de trabajo y enfermedades profesionales 
a que refiere la Ley No. 16.074, de 10 de octubre de 1989, así 
como el contrato de seguro de fianza a que alude el artículo 
503, de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, los que 
sólo podrán contratarse con el Banco de Seguros del Estado, 


Artículo 22, - (Autorización para empresas de seguros y 
reaseguros). - Las empresas públicas o privadas para desarro- 
lar actividad aseguradora deberán ser autorizadas por el Poder 
Ejecutivo con el asesoramiento del Banco Central del Uru- 
guay. Las compañías reaseguradoras para instalarse en la Re- 
pública deberán, asimismo, ser autorizadas en las mismas con- 
diciones. 


Artículo 32, . (Reglamentación de la actividad de segu- 
ros y reaseguros). - El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento 
del Banco Central del Uruguay, dictará las normas para la 
instalación y el funcionamiento de las empresas, incluso mu- 
tuas, de seguros y reaseguros, dentro de un plazo de noventa días 
contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley. 
Igualmente regulará, en el ámbito de su competencia, la actividad 
de los corredores de seguros y reaseguros dentro de dicho plazo, 


Artículo 4*, - (Adaptación de las empresas aseguradoras 
en funcionamiento). - El Banco de Seguros del Estado y las 
empresas aseguradoras privadas que actualmente operan en el 
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país deberán ajustarse a la reglamentación referida en el artícu- 
lo precedente, dentro de los noventa días siguientes a su entra- 
da en vigencia. En caso de considerar adecuado el plan de 
adaptación presentado por una empresa privada que estuviera 
operando, el Poder Ejecutivo -con el asesoramiento del Banco 
Central del Uruguay- podrá extenderle dicho plazo hasta un año. 


Mientras el Poder Ejecutivo no habilite a dichas empresas 
privadas, y únicamente dentro de los plazos establecidos en el 
inciso anterior, sólo podrán celebrar los contratos que están autori- 
zados a concertar hasta el presente. 


Artículo 5%, - (Empresas de seguros y reaseguros). - De- 
clárase que las empresas, incluso mutuas, de seguros y reasegu- 
ros, públicas y privadas, constituyen institucionalmente de in- 
termediación financiera, resultándoles aplicables, en lo perti- 
nente, las disposiciones del decreto-ley N* 15,322, de 17 de 
setiembre de 1982, con las modificaciones introducidas por 
la Ley N* 16,327, de 11 de noviembre de 1992, 


Artículo 6*. - (Supervisión y fiscalización de las empre- 
sas de seguros y reaseguros). » La supervisión y la fiscaliza- 
ción de las empresas, incluso mutuas, a que refiere el artículo 
precedente, así como de los agentes que desarrollen actividades 
de intermediación comercial en este ámbito, serán ejercidas por 
el Banco Central del Uruguay, a través de la Superintendencia 
de Instituciones de Intermediación Financiera. 


Dicha Superintendencia que dependerá del Directorio del 
Banco Central del Uruguay actuará con autonomía técnica y 
operativa en régimen de desconcentración orgánica y funcional. 


Las resoluciones de la Superintendencia podrán ser impug- 
nadas con el recurso de revocación, ante la misma y con el 
recurso jerárquico ante el Directorio, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 317 de la Constitución. 


Artículo 72, - (Cometidos y atribuciones de la Superin- 
tendencia). - En lo que refiere a la supervisión y la fiscaliza- 
ción de las empresas, incluso mutuas, de seguros y reaseguros, 
públicas y privadas, corresponderá a la Superintendencia de 
Instituciones de Intermediación Financiera del Banco Central 
del Uruguay: 


a) dictar normas genéricas de prudencia, así como instruc- 
ciones particulares, tendientes a preservar y mantener su 
estabilidad y su solvencia; 


b) habilitar su instalación, una vez autorizadas por el Poder 
Ejecutivo; 


c) autorizar la apertura de dependencias de empresas ya 
instaladas; 


d) emitir opinión sobre los proyectos de fusiones, absorcio- 
nes y toda otra transformación; 


e) autorizar la transferencia de acciones de las empresas 
organizadas como sociedades anónimas; 


f) aprobar los planes de recomposición patrimonial o ade- 
cuación; 
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g) requerirles información con la periodicidad y bajo la 
forma que juzgue necesaria, así como la exhibición de 
registros y documentos; 


h) establecer el régimen informativo -contable al que debe- 


rán ceñirse; 


Nx 


i) reglamentar la publicación periódica de sus estados con- 
tables y otras informaciones; 


j) realizar un seguimiento permanente a efectos de verifi- 
car su situación económico-financiera y su cumplimien- 
to de las normas vigentes; 

k) aplicar observaciones, apercibimientos y multas, hasta 

el 10%, (diez. por ciento), de la respectiva responsabili- 

dad patrimonial básica, a aquellas empresas privadas 
que infrinjan las leyes y los decretos que rijan sus activi- 
dades o las normas generales o particulares dictadas por 
el Directorio del Banco Central del Uruguay, o por la 

Superintendencia de Instituciones de Intermediación Fi- 

nanciera; 


id 


l) proponer al Directorio la aplicación, a los mencionados 
infractores, de sanciones pecuniarias mas graves o de 
otras medidas, tales como la intervención, la suspensión 
de actividades o la revocación de la autorización para 
funcionar. Asimismo, podrá recomendar al Directorio 
que gestione ante el Poder Ejecutivo la revocación de la 
autorización para funcionar, por razones de legalidad o 
de interés público; 


m) resolver la instrucción de sumarios conducentes a com- 
probar la responsabilidad de las personas que puedan ser 
pasibles de las multas o inhabilitaciones previstas en el 
artículo 23 del decreto -ley N* 15,322, de 17 de setiem- 
bre de 1982, con las modificaciones introducidas por la 
Ley N* 16,327, de 11 de noviembre de 1992. 


Artículo 8*, - (Comisión Honoraria Asesora). - Créase 
una Comisión Honoraria integrada por un representante del 
Ministerio de Economía y Finanzas, que la presidirá, un repre- 
sentante del Banco Central del Uruguay, uno del Banco de 
Seguros del Estado y cuatro delegados del sector privado desig- 
nados por dicho Ministerio a propuesta de las compañías de 
seguros y reaseguros que operan en plaza, de quienes ejercen 
actividad de intermediación en la materia, de la Asociación de 
Empleados Bancarios del Uruguay y de empleados de las em- 
presas aseguradoras privadas. 


La reglamentación regulará la forma de designación de los 
integrantes de esta Comisión. p 


El Ministerio de Economía y Finanzas suministrará los re- 
cursos necesarios para su funcionamiento. 


La Comisión Honoraria tendrá el cometido de asesorar ai 
Poder Ejecutivo, al Banco Central del Uruguay y a la Superin- 
tendencia de Intermediación Financiera. 


32 -CS. 


Podrá proponerles también textos legales y reglamentarios. 


Artículo 9, - (Régimen Jurídico del Banco de Seguros 
del Estado).- El Banco de Seguros del Estado, en lo referido a 
su giro, se regirá por el Derecho Privado, salvo en lo que la 
Constitución expresamente disponga otra cosa. 


Artículo 10. - (Funcionarios del Banco de Seguros del 
Estado). - Los funcionarios del Banco de Seguros del Estado 
que tuvieran la calidad de tales al 1* de julio de 1993 manten- 
drán el mismo régimen de estabilidad laboral que les corres- 
pondía a cada uno en esa fecha. 


Artículo 11. - (Actividades en el Exterior). - El Banco de 
Seguros del Estado podrá realizar las actividades de su giro en 
el exterior de la República. 


Artículo 12. - (Disposición transitoria). - El artículo 1? de 
la presente ley entrará en vigencia a partir de los 180 (ciento 
ochenta) días de dictada la reglamentación a que se refiere el 
artículo 3* de la misma. 


Sala de la Comisión, 23 de julio de 1993. 


Alvaro Alonso Tellechea (Miembro Informante), Dani- 
lo Astori (Miembro Informante, discorde por razones 
que expondrá en Sala), Juan Carlos Blanco (Miembro 
Informante), Federico Bouza (Miembro Informante), En- 
rique Cadenas Boix (Miembro Informante), Carlos Cas- 
sina (Miembro Informante, discorde por razones que 
expondrá en Sala), Julio C. Grenno (Miembro Infor- 
mante), José Korzeniak (Miembro Informante, discor- 
de por razones que expondrá en Sala), Américo Rical- 
doni (Miembro Informante, con salvedades, Arts. 9? y 
10), Alberto Zumarán (Miembro Informante, discorde 
por razones que expondrá en Sala), Senadores””. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


SEÑOR BRUERA. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 
MN 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BRUERA. - Señor Presidente: varios señores Sena- 
dores queremos hacer llegar a la Mesa una moción en el senti- 
do de dejar sin efecto la declaratoria de urgente consideración 
del proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo, con fecha 
22 de junio. 


Como se comprenderá, todos coincidimos en resaltar la enor- 
me importancia del tema, ya que se va a modificar un sistema 
que, con pocas variantes, funciona desde 1911, para sustituirlo 
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por otro de libre competencia. Por lo tanto, es imprescindible 
tomar el tiempo necesario para efectuar un estudio a fondo, 


Debemos destacar que está en juego la suerte, la preserva- 
ción de un importantísimo patrimonio estatal como es el del 
Banco de Seguros del Estado. 


Un cambio de esta naturaleza, en un plazo como el previs- 
to, comprometería seriamente la existencia misma de dicha 
Institución. Su Presidente, señor De Fuentes, señalaba que la 
eliminación de los monopolios -en este caso de los seguros- 
debería ser en los términos que admite el Tratado de Asunción, 
o sea, gradual, parcial y recíproca. De Fuentes continúa: “La 
norma que hoy está a discusión de los señores Senadores esta- 
blece el cese inmediato de los monopolios, lo que supone pasar 
de un sistema a otro sin las normas jurídicas y administrativas 
que habiliten al Banco de Seguros del Estado para actuar en 
libre competencia en el terreno comercial. Entendemos que la 
simultaneidad del cese del monopolio con respecto a la vigen- 
cia de la ley, significa un problema muy grave no sólo para 
nuestra Institución, sino para todo el mercado de seguros, en 
materia de automóviles, en el país, En consecuencia, entende- 
mos que ese aspecto de la norma es inconveniente porque no 
da el tiempo suficiente para que se establezcan las normas que 
regulen la vida administrativa y orgánica del Banco de Seguros 
del Estado, de forma de capacitarlo para actuar en un mercado 
de libre competencia. 


El señor Presidente del Banco no entra a discutir la conve- 
niencia o inconveniencia del monopolio, pero sí plantea el 
problema del tiempo imprescindible para estudiar en serio este 
tema. El carácter de urgente consideración impediría un estudio en 
profundidad del sistema de seguros, dejando al Banco de Seguros, 
en caso de ser aprobado, en una dificilísima situación. 


Un pronunciamiento en el mismo sentido proviene de la 
Asociación de Bancarios del Uruguay, tal como se lee en dis- 
tintas versiones taquigráficas. 


En un memorándum entregado a la Comisión, AEBU dice: 
“Nos resulta asombroso el carácter de urgente consideración, 
pues este tema se viene debatiendo en las Cámaras, desde hace 
por lo menos siete años, cuando el entonces Senador Luis A. 
Lacalle presentara su primer proyecto en ese sentido. 


Sobre la fundamentación en el Mensaje del Poder Ejecutivo 
de que el Tratado de Asunción produce la derogación de los 
monopolios, por ser incompatibles con el MERCOSUR, la 
AEBU manifiesta que en dicho Tratado “no hay ninguna cláu- 
sula sobre eliminación de monopolios, ni aun bajo el concepto 
genérico de restricciones no arancelarias”, “Si el Tratado dero- 
ga los monopolios, ¿para qué proponen una modificación legislati- 
va con el mismo objetivo? Bastaría que el Tratado entre en vigen- 
cia y operaría automáticamente la caída de los monopolios”. 


En el Mensaje del Poder Ejecutivo leemos que se reclama 
el tratamiento urgente del proyecto, por la entrada en vigencia 
del MERCOSUR. Los cálculos más optimistas nos llevan a 
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decir que el tema de la entrada en vigencia del MERCOSUR 
permite discutir con tiempo este problema del Banco de Segu- 
ros del Estado. 


Señor Presidente: entiendo que ante este tema que ya ha 
sido discutido en la Cámara de Representantes y luego de la 
proyección que tuvo la votación efectuada el 13 de diciembre, 
es imprescindible que tengamos la serenidad del caso para po- 
der discutirlo quitándole, a esos efectos, su carácter de urgente. 


SEÑOR CADENAS BOLX. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Señor Presidente: haciendo 
referencia a la moción de orden, quiero señalar que la Constitu- 
ción, en el artículo 168, Numeral 7, literal d), establece que 
cada Cámara deberá considerar el proyecto dentro de un plazo 
de 45 días. Vencido los primeros 30 días, la Cámara será con- 
vocada, etcétera. 


Este proyecto de ley fue considerado y estudiado en el seno 
de la Comisión respectiva. Esta, antes dei vencimiento del pla- 
zo, redactó un proyecto sustitutivo -de esto son testigos todos 
los señores Senadores que la integran-, en el que intervinieron 
con rotunda fecundidad personas y legisladores que se oponen 
a la desmonopolización, pero que trataron de mejorar con sus 
aportes lo que iba a ser el proyecto definitivo. La Comisión, 
repito, redactó uno sustitutivo antes del vencimiento del plazo, 
por lo que entiendo que de ninguna manera procede lo solicita- 
do por el señor Senador Bruera, en nombre de varios señores 
senadores. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para ocuparme de la 
cuestión de orden, 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor, 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: adelanto que nues- 
tro sector no va a votar favorablemente el proyecto de Ley de 
Desmonopolización de Seguros. No obstante ello -a pesar del 
esfuerzo que ha hecho la Comisión y por haber pasado el Sena- 
do a régimen de sesión permanente, lo que quiere decir que 
deseaba tratar el proyecto-; no somos partidarios de levantar la 
urgencia sino de resolver, de una vez por todas, el destino de 
este monopolio, que puede ser la base para fijar posición sobre 
otros que existen en el país. 


SEÑOR BOUZAS. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BOUZAS. - Señor Presidente: advierto que vamos 
a votar afirmativamente la propuesta del levantamiento de la 
declaración de urgencia para tratar este proyecto de ley. 
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A la Comisión concurrió el Directorio del Banco de Segu- 
ros, al que se le efectuaron una serie de pedidos por parte de 
varios señores Senadores -en particular, los señores Senadores 
Cassina y Astori-, y prometió aportar una respuesta en referen- 
cia a su administración y al impacto que podría significar el 
ingreso de un sistema de desmonopolización de seguros, Esos 
datos, hasta el día de hoy, no han sido recibidos. 


Se ha argumentado en Sala, que la Comisión ha trabajado 
durante treinta días y que, al cabo de dicho período, presentó 
un informe y un proyecto distintos a los del Poder Ejecutivo, 
cosa que es cierta. También lo es, que la mitad de los miem- 
bros que integraron la Comisión y que participaron en las dis- 
Cusiones, no han votado el proyecto, han hecho salvedades o 
han manifestado que las van a realizar en Sala, En particular, 
nos referimos a los señores Senadores Astori, Cassina, Korze- 
niak, Ricaldoni y Zumarán, 


De acuerdo con lo que me acota el señor Senador Astori, la 
información solicitada al Banco de Seguros del Estado con 
fecha 1* de julio, llegó en el día de hoy a las 13,30 horas. Es 
decir que recién la Comisión estaría en condiciones de empezar 
a estudiar este proyecto. 


Por otra parte, como manifestaba el señor Senador Bruera, 
es necesario tener en cuenta que este proyecto del Poder Ejecu- 
tivo -y en la misma Exposición de Motivos lo establece- surge 
como consecuencia de que una norma aprobada anteriormente 
-también de desmonopolización- en la Cámara de Representan- 
tes, encontró dificultades para su aprobación en el Senado. En 
la Exposición de Motivos se hace referencia a que estos aspec- 
tos, por lo menos en lo esencial, ya fueron aprobados por la 
Cámara de Representantes. Por esa razón, el Poder Ejecutivo 
insiste en ellos, No se incluyen, en cambio, los otros aspectos 
aprobados por dicha Cámara, porque son los que han encontrado 
resistencia en la de Senadores, impidiendo así su aprobación, 


Hace unos pocos minutos mi amigo y colega el señor Sena- 
dor Olascoaga nos aconsejaba que “el que se atrasa anda des- 
pués apurado, y el que anda apurado no hace las cosas bien”. 
Creo que recogiendo dicho consejo en este caso muy trascen- 
dente -porque hablamos nada menos que de la desmonopoliza- 
ción de los seguros en el país, por las consecuencias que eso 
puede tener con respecto al ingreso al MERCOSUR, etcétera-, 
valdría la pena que el Parlamento se tomara el tiempo adecua- 
do para estudiar este tema con todos los datos que es necesario 
acopiar, y algunos de los cuales hace exactamente cuatro horas 
han llegado al recinto del Palacio Legislativo. 


Nada más, señor Presidente. 
SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor, 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: el proyecto de reso- 
lución que la Mesa ha puesto a consideración, por el cual se 
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propone levantar el carácter de urgente que el Poder Ejecutivo 
le ha fijado a esta norma, lleva las firmas del señor Senador 
Batalla y de quien habla. Muy brevemente, voy a expresar las 
razones de nuestro apoyo a esta propuesta. 


El tema de la desmonopolización de los seguros del Banco 
de Seguros y de algunos que todavía subsisten en beneficio del 
Estado, es sin duda uno de los grandes asuntos de debate del 
Uruguay de hoy y el del futuro inmediato. Creemos que el país 
debe encarar estas discusiones sin demoras, pero sin excesiva 
urgencia. 


Es verdad que la Comisión ha trabajado y que ha presenta- 
do un informe en el plazo fijado, pero en lo que respecta al 
señor Senador que habla, hubiera deseado no estar constreñido 
por los plazos de declaración de urgencia fijados por el Poder 
Ejecutivo, para poder examinar -lo manifesté en el ámbito de la 
Comisión-, modificaciones importantes a la Carta Orgánica del 
Banco de Seguros del Estado y al régimen legal de algunos 
contratos. Como ejemplo de esto, podemos citar el caso de la 
obligatoriedad del contrato de seguros que cubre los riesgos 
derivados del transporte automotor. Asimismo, cabe señalar lo 
relativo al seguro obligatorio, previsto en el proyecto sanciona- 
do por la Cámara de Representantes a fines de 1990 o comien- 
zos de 1991, de responsabilidad civil por siniestros causados 
por el transporte automotor. Todo ello no fue posible porque la 
Comisión no dispuso del tiempo suficiente, porque tenía que 
pronunciarse en el breve plazo de que disponía, fundamental- 
mente, sobre las mismas materias propuestas por el Poder Eje- 
cutivo en su mensaje. En ellas, introdujo cambios de redacción 
importantes, pero en esas materias no innovó; no incluyó otros 
temas. Les consta a los señores Senadores miembros de la 
Comisión, que quien habla hubiera deseado que se considera- 
ran. Sin embargo, eso no fue posible porque no se disponía del 
tiempo material para examinar temas tan delicados como los 
que he planteado, es decir, la reforma de la Carta Orgánica del 
Banco de Seguros del Estado, el establecimiento de un seguro 
obligatorio por responsabilidad civil derivado de accidentes de 
transportes de automotores, etcétera. Todas estas circunstancias 
plantean delicadas cuestiones, incluso, relacionadas con el De- 
recho Civil 


De haber tenido ese tiempo, sin duda que, por lo menos, en 
lo que a nosotros respecta, hubiéramos insistido para que en la 
ley esos temas estuvieran contemplados. 


A la Comisión le hice llegar, por gentileza del señor Sena- 
dor Elso Goñi, un anteproyecto, producto del trabajo de técni- 
cos del Banco de Seguros del Estado, que contenía modifica- 
ciones a su carta Orgánica, para dotarlo de mayor agilidad y 
poder superar los inconvenientes que podrían derivarse del he- 
cho de que, tratándose de una empresa pública, debiera actuar 
en régimen de Derecho Público y en situación desigual compi- 
tiendo con empresas privadas. 


Todo ello no es posible, porque estamos ante un proyecto 
de ley de urgencia. Es decir que si no hay un pronunciamiento 
parlamentario en los plazos que fija la Constitución -45 días 
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para cada Cámara- queda automáticamente sancionado el texto 
del Poder Ejecutivo. 


Por esta razón, con plena convicción suscribimos y votare- 
mos el proyecto de resolución elevado a la Mesa. 


SEÑOR ALONSO TELLECHBEA,. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Para referirse a una cuestión de 
orden, tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Señor Presidente: no 
vamos a acompañar la moción presentada, por los motivos 
expuestos anteriormente por nuestro compafiero de bancada, el 
señor Senador Cadenas Boix. Sin embargo, deseamos dejar 
constancia de que, oportunamente, cuando el proyecto de ley 
elevado por el Poder Ejecutivo fue remitido al Senado por 
parte de quienes lo elaboraron, se tomaron en cuenta estricta- 
mente los plazos de que se dispone para considerar un tema 
con carácter de urgencia. 


En este sentido, el proyecto original contenía solamente siete 
artículos -era un texto sumario, si tuviéramos que calificarlo de 
alguna forma- mientras que el sustitutivo, remitido por la Comi- 
sión, tiene doce artículos. 


Como bien se ha dicho en Sala, este tema se viene deba- 
tiendo desde hace mucho tiempo. Las diferentes posiciones 
adoptadas por los sectores políticos hacen vislumbrar que en 
esta ocasión se podrá llegar a un acuerdo en base al texto 
propuesto. 


Además, hay que tomar en cuenta los tiempos legislativos 
de que se dispone, no sólo en este Cuerpo, sino también en la 
Cámara de Representantes, así como los plazos a que nuestro 
país se ve enfrentado debido a los procesos de integración. Sin 
ánimo de entrar en una polémica anticipada, quiero expresar 
que Uruguay debe prepararse en forma inmediata para la com- 
petencia con nuestros compañeros del MERCOSUR. A ese 
respecto, es imprescindible y necesario legislar en todo lo posi- 
ble a fin de reducir los costos. 


Esta es la constancia que quería dejar, 
SEÑOR OLASCOAGA,. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - A los efectos de ocuparse de la 


cuestión de orden, tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR OLASCOAGA. - Señor Presidente: mi estimado 
colega, el señor Senador Bouzas, acaba de hacer alusión a 
quien habla. Como le debo una aclaración, me he permitido 
molestar la atención del Senado. 


El concepto de atraso y de tener que considerar apurada- 
mente los asuntos, a mi entender en este caso no se da, porque 
se vienen cumpliendo los plazos tal como corresponde. El he- 
cho de que esta sea una ley de urgencia simplemente significa 
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que el Poder Ejecutivo adoptó un criterio para el que está 
autorizado por la Constitución. Por lo tanto, considero que esta- 
mos en tiempo y forma para tratar el proyecto dentro de los 
términos de una ley de urgencia. Es decir que aquí no se ha 
dado el atraso que era presumible y al que el señor Senador 
hizo alusión en su razonamiento. 


Al pie del proyecto remitido por la Comisión figuran las 
firmas de los siguientes señores senadores: Alonso Telle- 
chea, Astori -«discorde por razones que expondrá en Sala- Blan- 
co, Bouza, Cadenas Boix, Cassina -discorde por razones que 
expondrá- Grenno -que es el miembro informante- Korze- 
niak -discorde por razones que expondrá- Ricaldoni -con salve- 
dades en los artículos 9% y 10- y Zumarán, también discorde 
por razones que explicitará en Sala. Esto da a entender que 
todo el espectro político nacional estudió el asunto en la Comi- 
sión. De allí, entonces, creo que bien hace el Senado, esta vez, 
al apurarse a tratar el tema, porque se encuentra dentro de los 
carriles normales y parque podrá resolverlo con celeridad, de modo 
que el país salga beneficiado con la resolución, cualquiera sea la 
que se adopte, porque hay que respetar la voluntad del Cuerpo, 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 


se va a votar la moción de orden presentada por el señor Sena- 
dor Bruera en el sentido de que se deje sin efecto la declaración 
de urgencia que, respecto de este proyecto de ley, formuló el 
Poder Ejecutivo al remitirlo a la Asamblea General. 


(Se vota:) 
-8 en 28. Negativa. 


Continúa la discusión general del proyecto de ley relativo a 
la desmonopolización de seguros. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Señor Presidente: este proyec- 
to de ley supone cuestionar el mantenimiento de los monopo- 
lios de los contratos de seguros que ejerce el Banco de Seguros 
del Estado. Ñ 


Este cuestionamiento tuvo su origen en la legislatura pasa- 
da, en un proyecto de ley presentado por el entonces Senador 
Lacalle Herrera, en el que se insinuaba el criterio de terminar 
con el monopolio de los contratos de seguros. 


Posteriormente, en lo que fue la propuesta de Gobierno de 
la fórmula que llevó al doctor Lacalle Herrera a ejercer la 
máxima Magistratura, se sostuvo esta misma solución en cuan- 
to a la necesidad de reducir las dimensiones del Estado y termi- 
nar con algunas actividades cuyos monopolios todavía se man- 
tenían en manos de éste, Fiel a esta propuesta, en el año 1990, 
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el Poder Ejecutivo, entre otros proyectos de desmonopoliza- 
ción, envía uno referente a los contratos de seguros. Este texto 
fue aprobado por la Cámara de Representantes y remitido al 
Senado, que lo derivó a la Comisión correspondiente, donde se 
estudió el tema y se escucharon muchas opiniones al respecto. 
Aspectos particulares de dicha iniciativa, que ensayaba solucio- 
nes fuera del estricto campo de la desmonopolización, impidie- 
ron que quienes estaban de acuerdo con esa salida “desmono- 
polizadora” pudieran concertar una resolución definitiva en el 
Plenario, Á su vez, urgido por la aprobación unánime en el 
Senado del Tratado del MERCOSUR, el Poder Ejecutivo -en 
virtud de la culminación de los monopolios, que se operaba en 
mérito a este Acuerdo- envió al Parlamento un proyecto de ley 
concebido en los términos establecidos en el numeral 7%) del 
artículo 168 de la Constitución, a fin de que fuera considerado 
con carácter de urgencia. 


Entiendo que para mejor comenzar la fundamentación de 
este proyecto, es menester remitirnos a los textos constituciona- 
les. El artículo 36 de la Carta establece: “Toda persona puede 
dedicarse al trabajo, cultivo, industria, comercio, profesión o 
cualquier otra actividad lícita, salvo las limitaciones de interés 
general que establezcan las leyes”. De acuerdo con esta norma, 
cada persona tiene plena libertad para elegir la actividad de su 
preferencia y para aplicarle los recursos materiales existentes 
en su patrimonio, así como aquellos que, no existiendo, puedan 
procurarse mediante el préstamo o el arrendamiento. Esta dis- 
posición prevé, además, de manera muy clara y concluyente, 
que la persona que ejerce la libertad allí consagrada tiene el 
indiscutible derecho de ofrecer en el mercado los bienes y 
servicios que sean fruto de su actividad. Sin embargo, la norma 
comentada prevé que las libertades que ella misma consagra 
pueden sufrir limitaciones, siempre que éstas estén fundadas en 
razones de interés general. Una de las formas en que la liber- 
tad de comercio e industria puede ser limitada, es a través de 
la concesión de monopolios legales que la Constitución reser- 
va -como no podía ser de otra manera- a la Asamblea General, 
El numeral 17) del artículo 85 de la Constitución dice: “Conce- 
der monopolios, requiriéndose para ello dos tercios de votos 
del total de componentes de cada Cámara”. Cuando dichos 
monopolios se conceden a favor del Estado o de los gobiernos 
departamentales, se requiere la mayoría absoluta de votos del 
total de componentes de cada Cámara. 


De la lectura de estas disposiciones constitucionales, se des- 
prende muy claramente el carácter de excepcional de todo mo- 
nopolio, excepcionalidad que responde a dos razones: a que 
constituye una limitación a la libertad de comercio y de indus- 
tria que, como vimos, está consagrada expresamente en la Car- 
ta, y a que se requiere el establecimiento de las mayorías espe- 
ciales para la sanción de los monopolios legales. Como contra- 
partida de esta excepcionalidad de los monopolios y, por ende, 
de las restricciones a las libertades de comercio e industria, el 
retomo a la libertad, por el contrario, no está sujeto a restric- 
ción alguna. Para aprobar la desmonopolización, basta una ma- 
yoría simple de votos en cada Cámara. 


Corresponde ingresar ahora a uno de los conceptos más 
complejos y de más difícil aprehensión en nuestro Derecho 
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Constitucional, que es el del interés general. Este concepto, 
manejado en el artículo 36 de la Constitución como justificante 
de limitaciones a la libertad, es un punto relevante en la discu- 
sión parlamentaria que vamos a sostener de ahora en adelante. 
En nuestro sistema constitucional -no creo que de ello quepa 
duda alguna- el interés general está necesariamente consustan- 
clado con las libertades que el propio artículo 36 consagra. 
Hablar de interés general supone, en primer término y antes 
que nada, hablar de libertad. Y hablar de libertad supone, nece- 
sariamente, el interés general. De esto, necesariamente inferi- 
mos que el artículo 36 y la libertad que en él se consagra están 
contemplando lo que puede ser el máximo interés general exis- 
tente, Es por ello que la libertad, en general, y concretamente y 
la libertad de comercio e industria, están ordenadas, por su 
consagración en la disposición a que estamos haciendo referen- 
cia, a la satisfacción de ese interés general que podríamos de- 
nominar “con mayúsculas”. 


Resulta evidente, por tanto, que el monopolio impuesto por 
la autoridad del Estado se percibe, en principio, con adverso a 
ese interés general a que aludíamos. Las mayorías parlamenta- 
rias requeridas constitucionalmente para su limitación, necesa- 
riamente fortalecen esa conclusión. Es por ello que para justifi- 
car la creación de un monopolio o para defender su manteni- 
miento, se requiere un análisis de la cuestión, que supone la 
evidencia de razones que justifiquen, en aras de un también 
llamado interés general por el propio artículo 36, limitar esa 
libertad de industria y comercio fundada en ese otro interés a 
que aludíamos, “con mayúsculas”, 


Hoy, a través del proyecto en consideración, estamos cues- 
tionando, como dije, el mantenimiento del monopolio que so- 
bre el contrato de seguros tiene el Estado y que ejercita a través 
de la institución llamada Banco de Seguros del Estado. Ese 
cuestionamiento supone, a nuestro juicio, analizar dos temas. 
El primero tiene que ver con la validez de las razones que en su 
momento determinaron la limitación de la libertad de comercio 
en el área de seguros; el segundo -y para el caso afirmativo de 
que la restricción a la libertad tuviera un fundamento sólido- 
refiere a si dichas razones actualmente se mantienen. Para este 
estudio y por razones de mérito y de método, debemos fijarnos 
un punto de partida, que es el centro que va a definir este 
cuestionamiento. 


De no existir el monopolio de los seguros ejercido por el 
Banco de Seguros del Estado, ¿existirían hoy razones válidas, 
objetivas y demostrables que nos impulsaran o indujeran a ins- 
talarlo? El solo planteo de esta interrogante hace ociosa, a mi 
juicio, toda discusión ulterior. Insisto: con la formulación de 
esta pregunta, el tema quedaría agotado. 


Las causas que determinaron su consagración en 1911 no 
subsisten hoy y resultan aun muy discutibles para aquel mo- 
mento, a la luz de los progresos y cambios que se han verifica- 
do con la interpretación de los fenómenos económicos. La cau- 
sa fundamental que inspiró al legislador de 1911 para instaurar 
el monopolio del contrato de seguros fue de carácter fiscal, 
fundada en el hecho de que la gran recaudación que el Banco 
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de Seguros del Estado podría obtener a través de la venta de 
sus servicios en calidad de monopolio, sería útil para el abara- 
tamiento de los impuestos. Ese fundamento se expuso también 
para el caso de muchos monopolios que se aprobaron a princi- 
pios de siglo en este país. La realidad hoy es contundente para 
demostrar que dicho superávit de los entes monopólicos no 
existe; muy por el contrario. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción, se- 
fior Senador? 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Estuve escuchando con mucha aten- 
ción la exposición dei señor Senador Cadenas Boix y no pude 
resistir la tentación de intermumpirlo ahora. Lo iba a hacer 
antes, cuando habló de otro capítulo, pero pensé dejarlo para 
después. 


Me pregunto dónde leyó los antecedentes de la discusión 
parlamentaria, porque por lo menos los que tuvo a la vista 
quien habla no dicen relación alguna con el criterio fiscal. Si el 
señor Presidente prefiere, podré leer los pasajes que acabo de 
copiar de la discusión en el Senado y el informe de los docto- 
res Domingo Arena y Fleurquin correspondiente a la discusión 
que mantuvieron en 1911, con los fundamentos del caso. Dicen 
que ya existía, de hecho, un monopolio por una decena de 
compañías de seguros que eran casi todas extranjeras y se 
trataba de revertir dicha situación impidiendo que la sangría en 
metálico que se va hacia el exterior se siguiera efectuando. Repito 
que no advertí lo relativo a las razones de carácter fiscal, 


Tengo presente lo que Batlle le escribió al doctor Arena 
desde Suiza, refiriéndose concretamente a las compañías de 
seguros -seguramente algún viejo batllista en este país se debe 
acordar de esto- expresándole: “Arena: nos roban la plata” Por 
lo tanto, se trataba de defender los intereses nacionales y de las 
personas y, además, de dar seguridad de que la póliza en caso 
de siniestro tendría la garantía de ser pagada por una empresa 
solvente, como era el Estado y que no estaba guiada por el 
espíritu de lucro, 


Confieso que me falta leer una parte de la versión taquigrá- 
fica de la discusión en la Cámara de Representantes, pero ten- 
go entendido que Arena traducía fielmente el pensamiento de 
Baille en aquel tiempo. Por lo que leí, en ese informe no hay 
razones fiscales, salvo que se entienda por éstas las globales 
del Estado, es decir, el beneficio general para la población. 


Expresé estas palabras a modo de divertimento previo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Senador 
Cadenas Boix. 


SEÑOR CADENAS BOLX. - Lo relativo al monopolio fis- 
cal lo tomo del Mensaje que el Poder Ejecutivo dirigió a la 
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Honorable Asamblea General, donde se dijo: “porque los mo- 
nopolios fiscales constituyen ya y constituirán con mayor razón 
en lo futuro, fuente de apreciables rendimientos que contribui- 
rán a la más fácil solución de los problemas tributarios que 
preocupan a todas las naciones. Y por lo último, porque en 
algunos casos es inconveniente la extracción permanente de 
numerario, que es una porción de la riqueza pública, el Estado 
moderno se ha impuesto el deber de ejercer el mismo eliminan- 
do toda competencia”, servicios que eran atendidos por el régi- 
men libre. Por lo tanto, el concepto de monopolios fiscales se 
encuentra en el Mensaje que el Poder Ejecutivo dirigió a la 
Asamblea General el 26 de abril de 1911, publicado en la 
página 404 del Registro de Leyes y Decretos de ese año. 


En lo que tiene que ver con las cartas que Baille le enviaba 
al doctor Arena desde Suiza, quiero expresar que a principios 
de siglo y en esa época existían en ese país determinados mo- 
nopolios cantonales sobre el contrato de seguros. Dichos mono- 
polios fueron rápidamente derogados y Suiza nunca más transi- 
tó por el camino de los monopolios de seguros. 


En cuanto a la fuga de capitales que se producía a través de 
los contratos de seguro realizados por las compañías extranje- 
ras -tema al Cual me iba a referir en el momento en que el 
señor Senador Gargano me solicitó una interrupción- son con- 
ceptos que en el día de hoy están perimidos, más aún cuando 
todo el mundo está buscando desesperadamente la inversión 
extranjera para que venga a radicarse en el país. En ese sentido, 
se sabe que el concepto de fuga de dinero no tiene validez 
alguna en la actualidad. 


Habiendo contestado las interrogantes del señor Senador 
Gargano sobre las causas que en 1911 determinaron la instala- 
ción del monopolio del contrato de seguros, voy a referirme a 
otro punto. 


Aun en el caso de que este cuestionamiento al régimen de 
monopolios pudiera suscitar ciertas interrogantes en algunos 
espíritus, no me cabe la menor duda de que, frente a esa disyun- 
tiva, debe optarse por la libertad de contratación. Entonces, la 
duda -que creo procedente en esta materia- debe resolverse, a 
mi entender, en el sentido de la libertad. Digo esto porque el 
hombre libre nunca preguntará qué es lo que el Estado puede 
hacer por él, ni qué podrá hacer él por éste. Seguramente, 
cuestionará qué pueden hacer sus compatriotas y él, a través 
del Estado, para hacer efeétivas sus responsabilidades indivi- 
duales, lograr sus diversos fines y propósitos y, por sobre todas 
las cosas, proteger su libertad, El acompafiará esta pregunta 
con otra: ¿cómo podrán proteger al Estado, que todos juntos 
forman, de transformarse en un monstruo que destruya la liber- 
tad verdadera que se le encomendó originalmente proteger? 


El Estado que necesitamos para preservar nuestra libertad 
es el instrumento a través del cual la ejercemos. Entonces, 
¿cómo podremos beneficiarnos del instrumento Estado, absolu- 
tamente necesario para desarrollar nuestros fines y propósitos, 
sin perjudicar nuestra libertad? Eso se logra a través de la 
- afirmación y aplicación de los principios fundamentales que 
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han preservado nuestra libertad hasta el día de hoy, no obstante 
haber sido violados en la práctica reiteradamente, aunque se 
proclamara siempre verbalmente su vigencia, El primero de 
ellos es la limitación de los fines del Estado a determinadas y 
exclusivas funciones y el segundo es el de que para proteger 
nuestras libertades debe desconcentrarse territorialmente el po- 
der en nuestro país. 


El avance del Estado ocupando zonas de actividad reserva- 
das naturalmente a los particulares ha ido de la mano con la 
reducción de las libertades económicas, con el estancamiento, 
con la ineficiencia y con el despilfarro, extremos que violentan 
directamente los derechos individuales de los habitantes y, fun- 
damentalmente, los de los contribuyentes. 


Obviamente, estamos adoptando en este punto una posición 
claramente doctrinaria, cual es la de aceptar que el hombre está 
por encima del Estado, que la libertad es la regla y que todo 
aquel que ejerza el poder debe hacerlo con sujeción a Derecho. 
Quien ejerce el poder debe ser, a su vez, el instrumento del 
Estado -que también es una herramienta- para conseguir los 
fines individuales y colectivos de sus habitantes, Un Estado 
que controla la economía es todopoderoso y todopoderosos se- 
rán, necesariamente, quienes lo gobiernen. Por el contrario, en 
un Estado donde impere la libertad y, por ende, la intervención 
de éste en la economía sea ésta mínima o inexistente, la liber- 
tad de todos y cada uno de los habitantes está exenta de las 
arbitrariedades del poder y de la forma más sutil con que éstas 
se visten, que es la ineficiencia. 


Cuando hablamos de libertad nos referimos a la posibilidad 
de decidir y actuar con el menor grado de interferencia o con 
las que sean compatibles con el uso de su libertad por parte de 
nuestros prójimos. Desde otro ángulo, cuando me refiero a la 
libertad, quiero que mi vida y mis decisiones dependan, en el 
mayor grado posible, de mí mismo y no de fuerzas y circuns- 
tancias exteriores que se imponen desde afuera. Reitero que 
quiero ser el instrumento de mí mismo y no de los actos de 
voluntad de otros hombres. Deseo ser sujeto y no objeto, ser 
movido por razones y no por causas que me afecten desde 
afuera. No queremos -personalmente no lo deseo- que, con el 
propósito de ser elevados a un nivel superior de libertad y 
bienestar, se nos impongan ciertos tipos de conductas, en fun- 
ción de que no estamos capacitados para apreciarlas, conductas 
que implican un coaccionar a los hombres en nombre de algún fin 
superior que ellos mismos perseguirían si fueran más cultos, pero 
que no lo hacen porque son ciegos, ignorantes o están corrompidos. 


Esta concepción facilita que quien habla conciba coaccio- 
nes a otros por su propio bien e interés, y no por el suyo. 
Entonces, el Estado -y al saberlo éste, también el gobernante- 
es consciente de lo que los ciudadanos verdaderamente necesi- 
tan, mejor que ellos mismos. Esto conduce a la soberbia y a la 
arrogante postura que afirma que los ciudadanos no se opon- 
drían si fueran racionales, tan sabios como el gobernante y 
comprendieran sus propios intereses tan bien como aquél los 
comprende. 
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Esto es lo que deseaba señalar, en términos generales, en 
cuanto a los aspectos globales de este proyecto de ley. 


A continuación, quisiera haber una somera descripción de 
algunos aspectos fundamentales de este proyecto de ley, sobre 
todo del artículo 1* y subsiguientes. 


Concretamente, el primer inciso del artículo 1% consagra 
algo que para mí es fundamental y refleja lo que he venido 
exponiendo hasta este momento. De acuerdo con lo que allí se 
expresa, se introduce la libre concurrencia, el mercado, dentro 
del contrato de seguros, También se establece que los precios 
de los seguros se determinen en un régimen de oferta y deman- 
da y que el mercado sea quien los fije. Esto quiere decir que 
cuando no podamos pagar al contado una prima y necesitamos 
financiar el precio del seguro, podamos pagarla con intereses 
razonables, que no estén fijados arbitrariamente por la autori- 
dad monopólica. Esa libertad también significa que cuando un 
asegurado sufre un siniestro, pueda recibir la indemnización de 
éste por parte de la compañía aseguradora, con la celeridad del 
caso para poder, nuevamente, reconstruir, arreglar o comprar 
bienes que me pudieran haber sido hurtados. 


Otra parte del proyecto de ley que creo que es importante 
destacar, es la relativa a las garantías que se dan para las nue- 
vas compañías que se van a instalar y para aquellas que ya lo 
están. El Banco Central y el Poder Ejecutivo tendrán a su cargo 
las funciones de contralor y, sobre todo, la autorización para 
que las compañías existentes, o aquellas que pretendan instalar- 
se, sean autorizadas a funcionar en esta plaza. Además, se 
atribuye al Banco Central la facultad de contralor inmediato de 
las compañías de seguros que estén concurriendo en este mer- 
cado. Asimismo, se confiere a dicho Banco potestades simila- 
res, si no idénticas, a las que tiene para controlar a todo el 
sistema bancario en general. 


Por lo tanto, si podemos aceptar como una verdad común- 
mente admitida que el Banco Central -tanto en el pasado como 
en el presente- ejerce un control satisfactorio de los bancos, 
forzosamente debemos concluir que si eso es así, también ocu- 
rrirá lo mismo en el caso de las compañías de seguros cuando 
comience a regir el régimen de concurrencia, 


Sefior Presidente: quiero concluir congratulándome por la 
labor realizada por la Comisión en la consideración de este 
proyecto de ley. Si bien existieron discrepancias por parte de 
algunos señores senadores en cuanto a la consagración o no de 
la libertad en materia de contrato de seguros, todos y cada uno 
de los integrantes colaboraron y prestaron su aporte individual 
para que el estudio de este proyecto de ley concluyera dentro 
de los plazos marcados pro las disposiciones constitucionales. 


Muchas gracias. 
SEÑOR BOUZA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR BOUZA. - Señor Presidente: voy a iniciar mis 
palabras, prácticamente, recogiendo las últimas expresiones del 
señor Senador Cadenas Boix, 


A lo largo de los años en que he estado trabajando en 
Comisiones parlamentarias, en pocas oportunidades he visto 
una labor tan seria, dedicada y eficaz en la elaboración de un 
proyecto de ley como la que realizó la Comisión de Hacienda 
Integrada del Senado. Además, lo hizo contemporáneamente a 
otro trabajo muy serio que tiene a su cargo esta misma Comi- 
sión, es decir, el estudio de la Carta Orgánica del Banco Cen- 
tral. A pesar de ello, se dío el tiempo y la oportunidad para 
mejorar sustancialmente la iniciativa que el Poder Ejecutivo 
envió para la derogación del monopolio de los seguros en ma- 
nos del Banco de Seguros del Estado. 


En consecuencia, hoy estamos en condiciones de dar nues- 
tro voto a un proyecto de ley que, sin duda, supone -tal como 
lo afirmamos quienes lo defendemos en sus conceptos básicos 
y aquellos que se han opuesto- una importante transformación 
en la organización del país y, particularmente en este caso, en 
la administración de los seguros. ¿Cuál es el concepto central o 
la idea básica que se propone en este proyecto de ley? Es la 
norma prevista en el artículo 1% del proyecto de ley, a través 
del cual se prefiere el mercado abierto, es decir, la libre concurren- 
cia para la contratación de seguros. A mi juicio -tal como lo decía 
el señor senador Cadenas Boix- esto es compatible con la filosofía 
de nuestra Constitución. 


Si la Constitución ha establecido en Su artículo 36 la liber- 
tad para el desarrollo de todo tipo de actividades, la que sólo 
puede ser limitada por leyes en defensa del interés general, y a 
su vez en el inciso 17 del artículo 85 se dice que la ley sola- 
mente podrá conceder monopolios por mayorías especiales, es 
evidente que la intención del constituyente ha sido que las 
actividades en la sociedad uruguaya se realicen en un régimen 
de libertad y de competencia, solamente limitado por razones 
de interés general. Esta afirmación supone que este proyecto de * 
ley pretende revisar, corregir y derogar las normas establecidas 
en la ley del 27 de diciembre de 1911. 


Comprenderán los señores senadores que para mí y para mi 
sector político, defender un proyecto que implica la radical 
derogación de los principios básicos de una ley cuya iniciativa 
respondió a dos firmas que tienen una gran trascendencia en la 
historia y en la vida de mi partido, no es algo que podamos 
hacer a la ligera. Si puedo mencionar en la historia del país a 
dos grandes estadistas, diría que los mejores que el Uruguay ha 
tenido a lo largo de toda su historia, son quienes firmaron la 
iniciativa de consagración del monopolio de seguros en manos 
del Banco de Seguros del Estado y luego redactaron e impulsa- 
ron la ley que aprobara el Parlamento. Me estoy refiriendo a 
José Batlle y Ordóñez y a José Serrato. Todos saben cuánto 
significa para nosotros lo que fue el pensamiento y la acción de 
José Batlle y Ordóñez, pero quizás conozcan menos cuál es la 
trascendencia que le asignamos a la gestión de estadista y de 
conductor de los intereses del Estado desarrollada por el inge- 
niero José Serrato. 
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Por consecuencia, a 82 años de acontecimientos que sin 
duda supusieron para el Uruguay de entonces una transforma- 
ción muy importante, que le dieron la oportunidad de formar, 
por ejemplo, una institución fuerte y poderosa como el Banco 
de Seguros del Estado, tenemos que reconocer que estamos 
ante circunstancias totalmente diferentes. El mundo ha cambia- 
do y las situaciones a través de las cuales las sociedades hoy se 
manejan son otras y la libertad, la competencia, la reducción 
del papel del Estado, son necesidades impostergables de este 
tiempo, a las cuales el Uruguay tiene que irse adecuando. 


Por lo expuesto, sin ninguna duda, hemos prestado nuestra 
colaboración y daremos nuestro voto a un proyecto de ley que 
supone establecer la libre concurrencia en la contratación de 
seguros porque, a nuestro juicio, el elemento central sobre el 
que tiene que analizarse este tema no es el fortalecimiento de 
las organizaciones estatales, sino la mejor manera de defender 
los intereses de los usuarios. Si el Estado por su presencia 
excesiva supone una limitación de los derechos del individuo y 
por el volumen de su actividad y la ineficiencia en su gestión 
ocasiona un perjuicio para aquellos que tienen que cubrir sus 
riesgos a través de los seguros, no tengo la menor duda de que 
nuestra obligación es crear las condiciones para que los habi- 
tantes del país estén mejor protegidos. Esa debe ser nuestra 
principal preocupación y, por lo tanto, no tenemos dudas de 
que en el transcurso de estos últimos 82 años se han dado las 
condiciones para que el país pase de un régimen de monopolio 
a uno de libertad. Cabe aclarar que cuando estamos hablando 
de libertad, no estamos haciendo referencia a arbitrariedades ni 
a libertades irrestrictas. Este proyecto de ley, si bien sienta el 
principio de la libre concurrencia, reserva al Poder Ejecutivo y 
a la reglamentación que éste deberá hacer, el establecer sobre 
bases objetivas las condiciones de admisibilidad de todas las 
empresas que podrán concurrir al mercado a celebrar contratos 
de seguros. Creo que esa es la mejor reserva y garantía frente a 
los excesos que pudieran existir o a los riesgos que pudieran 
aparecer de empresas que no estuvieran en condiciones de rea- 
lizar estos negocios, dando seguridad al mercado nacional. A 
mi juicio, esa es la obligación que el Estado le debe a la 
sociedad. Es decir que no debe limitar la concurrencia sobre 
estas actividades, sino establecer las garantías y los controles 
para que esa libre actividad no cause perjuicio a quienes, por 
ejemplo, en el caso de los seguros, deseen celebrar este tipo de 
contrato. 


Por otro lado, en ocasión de considerarse en Comisión el 
inciso segundo del artículo 1% de este proyecto de ley, fueron 
incorporadas normas que son las únicas sobre las que tengo 
discrepancias y que, por lo tanto, no acompañaré con mi voto. 
Me refiero a las extensiones excesivas que se hicieron al princi- 
pio de libertad, concediendo por la vía de la excepción mono- 
polios residuales al Banco de Seguros del Estado. En particu- 
lar, creo que son más objetables aquellas que suponen la obli- 
gatoriedad para el Estado de celebrar contratos de seguros con 
la referida institución. Si estamos hablando de que procuramos 
una mayor eficiencia del Estado y de que pueda competir en 
buenas condiciones, no está bien que se le limiten las opciones 
que ahora no se le limitan al resto de los habitantes del país. 
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Creo que si queremos que el Estado uruguayo sea más eficiente 
y defienda mejor a la sociedad, el camino que tenemos que 
elegir es el de darle a ese Estado las mejores opciones y no 
limitárselas para obligarlo, en determinadas condiciones, a ce- 
lebrar los peores contratos de seguros. 


También se ha dicho a lo largo de la discusión en la Comi- 
sión de Hacienda, que era necesario establecer la libertad y 
terminar con los monopolios para ajustar la situación del Uru- 
guay a las condiciones ya aceptadas por todos nosotros y por el 
país, que constan en el Tratado de Asunción. 


Por las razones antes mencionadas, a mi juicio, era conve- 
niente que nuestro país pasara al régimen de libertad con o sin 
MERCOSUR, en defensa de un sistema más apto, para garanti- 
zar las mejores condiciones para los habitantes del Uruguay, 
De todas formas, la perspectiva ya tan cercana de nuestro in- 
greso a un mercado común con Argentina, Brasil y Paraguay, 
supone también una razón para dar este paso. Digo esto porque 
en la propia Comisión sostuve que si no dábamos este paso 
ahora, le estaríamos cerrando las. puertas en forma discrimina- 
toria a aquellos que quisieran instalar empresas aseguradoras 
en el territorio de la República, dado que las normas centrales y 
básicas del Tratado de Asunción suponen el libre intercambio 
de bienes y servicios entre los países miembros. Entonces, si en 
el Uruguay se mantuviera el régimen de monopolio, se podrían 
celebrar contratos con empresas de los países socios del MER- 
COSUR, las que competirían con el Banco de Seguros del 
Estado el que, por su carácter monopólico, no permitiría que 
otros uruguayos se organizaran en empresas radicadas en el 
país para poder celebrar contratos de seguros. Esta situación 
que es fruto de las normas del Tratado de Asunción para el 
caso de que no sancionáramos este proyecto de ley u otro 
similar, supondría una gravísima discriminación en cuanto a las 
posibilidades de realizar actividades en este ramo dentro del 
territorio nacional. En consecuencia, nuestro propósito ha sido, 
frente a acontecimientos que necesariamente van a suceder muy 
pronto, preparar al país para que pueda competir en las mejores 
condiciones y les dé a todos los habitantes de la República y a 
las empresas que se quieran radicar en el Uruguay, iguales 
posibilidades de actividad y de desarrollo exitoso dentro del 
marco de nuestra legislación. 


A mi entender, señor Presidente, esto es justo y habilita una 
equivalencia razonable para el régimen de seguros. 


Como ya he expresado anteriormente, la libertad que se 
consagra no puede ser irrestricta. En tal sentido, manifesté cómo 
el Poder Ejecutivo, a través de este proyecto de ley, está obli- 
gado a elaborar y sancionar una reglamentación que sobre ba- 
ses de normas objetivas, cree condiciones de admisibilidad que 
den iguales condiciones de seguridad en el mercado para todos. 
Digo esto porque mediante esta iniciativa vamos a terminar 
con una consecuencia de la ley de diciembre de 1911, a mi 
juicio, muy injusta. Dicha norma estableció que el Banco de 
Seguros del Estado tenía el monopolio de los seguros pero 
aquellas empresas que venían realizando similares actividades 
en la plaza uruguaya hasta ese momento, podían seguir cele- 
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brando contratos de seguros en forma provisoria. En el día de 
hoy, observamos que luego de ochenta y dos años esa provi- 
soriedad se convirtió en un largo período de oligopolio; las 
empresas siguieron funcionando protegidas por esa situación de 
privilegio y a la sombra de ineficiencias del Banco de Seguros 
pudieron actuar en un mercado con competencia limitada. Con- 
sidero que ello es arbitrario e injusto. Habilitar privilegios y 
conceder actividades en exclusividad no es conveniente para 


ninguna sociedad y, a su vez, es particularmente injusto para 


quienes necesitan de esos servicios. 


A través del establecimiento de la libre concurrencia como 
así también de las expresas derogaciones que contiene el 
artículo 1* de este proyecto de ley, se termina con esa situación 
oligopólica. Esto es, ya no queda reservado el mercado de los 
seguros en la plaza uruguaya para el Banco de Seguros, ni 
tampoco para las once empresas que venían realizando esa 
actividad desde antes de 1911. A partir de la sanción de este 
proyecto de ley, todos podrán participar en el mercado urugua- 
yo con las mismas condiciones, sin privilegios para nadie. A mi 
juicio, se trata de otro aspecto importante de esta norma que 
supone un avance significativo con respecto a la situación ac- 
tual, lo que habilita un mejor porvenir para el mercado de 
seguros en la plaza uruguaya. En consecuencia, a partir de la 
vigencia de esta iniciativa -si es que se convierte en ley- parti- 
ciparán en el mercado de seguros de nuestro país, el Banco de 
Seguros del Estado, las empresas que venían funcionando a 
partir de la vigencia de la ley de 1911, como así también todas 
aquellas que se incorporen las que estarán sometidas a las con- 
diciones de admisibilidad que fije el Poder Ejecutivo y, asimis- 
mo, serán vigiladas y controladas por el Banco Central del 
Uruguay. Quiere decir que la solución que se adoptó y que la 
Comisión aconseja al Senado, es la de que esa vigilancia del 
Banco Central se cumpla a través de la misma Superintenden- 
cia que va a realizar el control de las actividades de las entida- 
des de intermediación financiera. Por lo tanto, con un organis- 
mo de una organización técnica que dé seguridades al mercado 
en cuanto a que esos controles y exigencias se establecerán 
tanto para las empresas de intermediación financiera como para 
las de seguros, se estarán dando sefíales muy claras al mercado 
en el sentido de que tienen las espaldas cubiertas en lo que 
tiene que ver con los riesgos que pueden aparecer en el desa- 
rrollo de esta actividad. 


Otro aspecto que me parece central de las normas que acon- 
seja la Comisión al Senado, es el que refiere a la modificación 
del régimen jurídico, en el cual de ahora en adelante se mane- 
jará el Banco de Seguros, 


Se ha dicho por parte de quienes se oponen al régimen de 
libertad, a la derogación del monopolio existente en beneficio 
del Banco de Seguros del Estado, que ese hecho supondría un 
grave riesgo para el futuro del Organismo y para el desarrollo 
de sus actividades. Quien habla, señor Presidente, en esta mate- 
ría quiere ser muy claro y transparente. Digo, en primer lugar, 
que si se quiere asegurar la supervivencia del Banco de Segu- 
ros del Estado a costa de un mercado cautivo, en el cual los 
habitantes de Uruguay no tengan mejores condiciones en los 
seguros a contratar, creo que es una pésima solución para todos. 
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Como dije anteriormente, el principio es asegurarnos que 
los uruguayos, de aquí en más, puedan tener un mejor mercado 
de seguros y una mayor libertad para elegir la empresa con la 
que los contratarán, Por consiguiente, no acepto la idea de que 
los habitantes de este país sean prisioneros del destino de una 
institución estatal. Pienso que los organismos se han estableci- 
do para dar protección y beneficio a la sociedad, y no a la 
inversa. Si el sentido con el que se manejan estos temas es el 
opuesto, estaremos organizando al Estado y a sus empresas de 
manera de perjudicar a los uruguayos y eso, en definitiva, es lo 
que hará un inmenso daño y dará un gran desprestigio al propio 
Estado y a sus empresas. 


Digo también, señor Presidente, que este proyecto de ley, 
considerando la preocupación de que el Banco de Seguros del 
Estado tenga los elementos necesarios como para competir, y 
para competir bien dentro del mercado de los seguros, estable- 
ce el principio de que el Banco regulará su actividad a través 
de las normas del derecho privado en todo aquello en lo que la 
Constitución no imponga la vigencia de las normas del derecho 
público. Esto está establecido con la intención de que el Banco 
de Seguros del Estado cuente con las mejores condiciones para 
competir y para que no deba arrastrar las ineficiencias y las 
lentítudes que supone el marco rígido dado por las normas del 
derecho público. 


Si al Banco de Seguros del Estado ya no le damos la exclu- 
sividad en la materia que ahora es de su competencia, y si 
queremos que pueda participar en el mercado en igualdad de 
condiciones con las empresas que se dediquen a lo mismo, con 
el agregado de la experiencia que ha venido acumulando a lo 
largo de estos 82 años, pensamos que podrá competir y que 
podrá hacerlo bien. A esto, precisamente, es a lo que apunta la 
actual iniciativa y es, a mi juicio, uno de sus principios centra- 
les e innovadores. 


Quiero hacer referencia, además, al analizar este punto, a 
las expresiones vertidas en la deliberación del tema en Comi- ' 
sión. Se nos dijo allí, por parte de señores Senadores que no 
acompañaron esta solución, que se prefería que se estableciera 
lo mismo para todas las empresas del Estado y no sólo para el 
caso concreto del Banco de Seguros del Estado. Al respecto, 
señalo que no me opongo a colaborar con otra norma que 
prevea iguales características de funcionamiento para otras em- 
presas del Estado, pero no por querer lo más, inhabilitemos lo 
que es posible hacer; demos hoy este paso en beneficio del 
Banco de Seguros y, sin duda, ello constituirá un buen prece- 
dente para que mañana podamos extenderlo a otras empresas 
que también son propiedad del Estado y a las que debemos 
permitir un régimen jurídico más flexible para que puedan 
funcionar en un sistema de competencia en el mercado que, 
particularmente, para otras lo parecerá con gran fuerza por la 
vigencia de las normas del Tratado de Asunción. 


SEÑOR ASTORI. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR BOUZA. - Con mucho gusto. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTOR!I. - Señor Presidente: deseo hacer una bre- 
ve aclaración, aprovechando esta pausa que ha hecho el señor 
Senador Bouza en su discurso. 


Veo que se ha encendido la luz que indica que ha terminado 
el tiempo de que dispone el orador y, por lo tanto, también 
aprovecho esta oportunidad para mocionar que se le prorrogue. 
Debo agregar que, sin embargo, la luz amarilla indicadora no 
debió haberse encendido, porque el señor Senador Bouza es 
miembro informante y, si no me equivoco, dispone como tal de 
una hora y media como máximo para exponer sus puntos de 
vista, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Sin embargo, señor Senador, de 
acuerdo con el Reglamento, ese privilegio de hablar por mayor 
tiempo lo tiene solamente uno de los miembros informantes. 
Por lo tanto, la moción de orden es procedente y la Mesa la 
pondrá a votación. 


SEÑOR ASTORI. - De ser así, señor Presidente, consulto a 
la Mesa si rige esta disposición para los integrantes de la Comi- 
sión que, en este caso, son todos miembros informantes. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Siempre es bueno consultar el 
Reglamento, De acuerdo con lo que se establece en su artículo 
68 es indiscutible que en ese régimen están comprendidos to- 
dos los señores Senadores, por lo que la moción no es necesa- 
ría. 


Puede continuar en uso de una interrupción, el señor Sena- 
dor Astori. 


SEÑOR ASTORI, - Como dije, señor Presidente, deseo ha- 
cer una breve aclaración con respecto a un importante argu- 
mento que está desarrollando el señor Senador Bouza, acerca 
de la aplicación de normas de derecho privado en las empresas 
públicas. 


El señor Senador Bouza estaba informando al Cuerpo sobre 
que quienes nos oponemos a este proyecto de ley, sostuvimos 
que ojalá algún día se aplicaran las normas contenidas en él 
para todas las empresas del Estado y no sólo para el Banco de 
Seguros del Estado y, adelnás, agregó que esta sería la razón 
por la que no acompafíamos la presente propuesta. Quiero acla- 
rar que esto no es así. Personalmente he dicho, no sólo en la 
Comisión sino fuera del ámbito parlamentario, que algún día 
llegará en el que los uruguayos habilitemos a nuestras empresas 
públicas para funcionar en este terreno. Sin embargo, en el 
caso del proyecto de ley que estamos discutiendo, también 
señalé -y no comprometo a nadie más de los opositores con 
esta opinión- que junto con una disposición de ese tipo es 
necesario proceder a introducir otras transformaciones en las 
empresas del Estado, que tienen que ver con su organización, 
su estructura y su gestión, porque -agregué- habilitarlas a fun- 
cionar en el terreno del derecho privado sin tomar las otras 
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medidas, resultaría riesgoso y peligroso. De igual modo, ahora 
no voy a desarrollar los argumentos en tal sentido porque no 
deseo quitar más tiempo al señor Senador Bouza. En definitiva, 
esa es la razón por la que no acompañamos una iniciativa como 
la propuesta y no la de que no resultaría aplicable a todas las 
empresas del Estado. Estoy de acuerdo con que si hubiera sido 
ese el argumento, la respuesta del señor Senador Bouza sería 
pertinente, es decir, no por querer lo más, vamos a dejar de 
hacer lo menos, 


El problema es que quisiera que existiera otro tipo de trans- 
formaciones internas en el Banco de Seguros del Estado, que 
no tienen que ver con normas de derecho privado, sino con 
criterios, reitero, de estructura, organización, administración y 
gestión de la empresa. Esos criterios son contradichos todos los 
días por la Dirección del Banco de Seguros del Estado. 


(Aplausos en la Barra) 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Barra no puede hacer mani- 
festaciones. Puede continuar el señor Senador Bouza. 


SEÑOR BOUZA, - Pienso que el hecho de que este proyec- 
to de ley le cueste al Banco de Seguros del Estado su monopo- 
lio y a su vez lo habilite a funcionar con normas de derecho 
privado, es la condición objetiva necesaria para que la Institu- 
ción se vea obligada a realizar los cambios en la gestión seña- 
lados por el señor Senador Astori. En virtud de que se trata de 
condiciones imperativas, habilitado por el uso de normas me- 
nos rígidas, ese cambio de gestión se producirá en beneficio del 
propio Banco y de su eficacia. Comprendo los argumentos 
expuestos por el señor Senador Astori, pero me parece que 
decir “algún día” es estar postergando permanentemente los 
cambios y transformaciones que en este país se hicieron nece- 
sarios hace mucho tiempo. Pienso que si seguimos deliberando 
y no tomamos resolución sobre estos temas, un buen día nos 
encontraremos con que, en medio de la deliberación, no existi- 
rán las condiciones posibles para que la transformación se pro- 
duzca y para que esta empresa tenga un mejor porvenir, 


Finalmente, señor Presidente, me parece una norma a desta- 
car, aquella que la Comisión ha puesto a consideración del 
Senado y que establece que el Banco de Seguros del Estado 
podrá realizar las actividades de su giro en el exterior de la 
República. Digo esto porque tendríamos un Banco de Seguros 
que no estaría pensado para dedicarse exclusivamente al mer- 
cado uruguayo, sino uno que esté en condiciones de participar 
en uno más amplio y, en consecuencia, sus desafíos serán más 
ambiciosos, como lo es, en el primer paso, el MERCOSUR y 
como lo será la mejor integración del Uruguay y sus empresas 
en el mundo. Creo que aquí además está en juego una razón de 
equilibrio; si al Banco de Seguros del Estado se le dice que el 
mercado uruguayo no será exclusivamente suyo, debemos ha- 
bilitarlo, a través de esta norma, a los efectos de poder compe- 
tir afuera, a fín de participar en un mercado más amplio que, en 
una perspectiva más cercana, nos da el MERCOSUR. Quiere 
decir que esta norma está íntimamente vinculada a lo que ha 
sido la filosofía del proyecto y supone, reitero, crear las mejo- 
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res condiciones objetivas para que los usuarios y los consumi- 
dores en el Uruguay, puedan contratar seguros de una manera 
más beneficiosa. Por otro lado, ello también es necesario para 
que el Banco de Seguros del Estado y las empresas instaladas 
en el mercado uruguayo puedan, en situación de igualdad, com- 
petir en el mercado nacional, regional y mundial. Todo esto 
significa terminar con el concepto, diría, de “cuadro chico”, en 
el sentido de eliminar los temores, restricciones y regulaciones, 
a los efectos de que no nos encerremos en nosotros mismos 
sino que, por el contrario, creemos las condiciones para que en 
el país, todas las empresas y todos los uruguayos tengan las 
mejores posibilidades para desarrollar sus actividades. 


Todos estos serán los pasos a través de los cuales tenemos 
una sociedad más próspera, es decir, uruguayos con mejor bien- 
estar que no estén pensando, con tristeza en el pasado que no 
va a volver y que se lancen a conquistar un porvenir que depen- 
da del esfuerzo que se haga por medio de reglas de juego 
equitativas, que son las que este proyecto pretende establecer, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador 
Alonso Tellechea, 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Habida cuenta de lo 
expuesto por mi compafiero de sector, el señor Senador Cade- 
nas Boix, seré breve y sólo realizaré unas pocas puntualizacio- 
nes que considero de interés, 


La primera de ellas hace referencia a las exposiciones que 
en forma personal he hecho a lo largo de las deliberaciones con 
respecto a este tema tanto en la Comisión como en las que 
pueda llegar a efectuar en la tarde de hoy en Sala con referen- 
cia a la gestión del Banco de Seguros del Estado. Concreta- 
mente, la puntualización que queremos realizar se refiere a 
que, en nuestro análisis, pretendemos calibrar o calificar la 
gestión de una institución, y no las responsabilidades de quie- 
nes, al frente de ella, pueden estar hoy o hayan estado en el 
pasado. De antemano, descartamos la buena voluntad expuesta 
en todos los casos y reconocemos el esfuerzo que han realizado 
a lo largo de estos años de gestión del Banco de Seguros del 
Estado, tanto los Directores de esta Administración como de 
las anteriores, así como el trabajo y dedicación de los jerarcas 
de dicha Institución y, especialmente, de sus funcionarios. Con 
respecto a estos últimos y a los Directores o jerarcas, no se 
pueden realizar críticas; sisi embargo, sí se puede denunciar un 
hecho no deseable y perjudicial para todas las partes intervi- 
nientes, especialmente para quienes trabajan puertas adentro 
del Banco de Seguros del Estado. 


Deseaba hacer esta salvedad, puesto que la primera parte de 
mi intervención básicamente va a referirse a las deficiencias 
que el sistema de seguros, que cuenta como principal actor a la 
institución pública Banco de Seguros del Estado, tiene actual- 
mente en nuestro país. Dichas deficiencias se pueden circuns- 
cribir a un problema de costos, al amparo de un mercado cauti- 
vo con la única alternativa de contratación que consiste en 
tomar los precios que el prestador del servicio le ofrece, 
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Los sistemas monopólicos tienden a cubrir ineficiencias que 
permanecen ocultas, pero que son constatables, El hecho de 
que los precios se fijen en función de una paramétrica de los 
costos que afecta a un instituto del Estado, hace que se niegue 
la posibilidad de libre competencia al usuario. Asimismo, el no 
manejo de las leyes del mercado, impide la posibilidad de 
ofrecer mejores condiciones de negociación a las dos partes, es 
decir, al que ofrece y al que demanda los bienes o servicios, 


En ese sentido, la fijación del precio de los servicios en 
forma unilateral perjudica siempre al usuario y no permite que 
quien los presta pueda plantearse como objetivo o como meta 
la eficiencia, puesto que su supervivencia no depende de la 
forma en que sea retribuido su servicio, sino en la modalidad 
con que pueda planificarlos en base a datos ciertos, como lo 
son, precisamente, esos precios fijados unilateralmente. 


La situación actual de nuestro sistema de seguros obede- 
ce -como bien se ha referido aquí- a un régimen monopólico 
que viene operando en Uruguay desde el año 1911, sobre todo 
en algunas áreas muy específicas y centrales que deseo resal- 
tar, como la del seguro de automotores. Este tipo de seguros es 
el que más cantidad de usuarios capta y, a la vez, es uno de los 
mayormente afectados por la ineficiencia de un sistema que 
tiene costos de difícil control. Incluso, a veces se fijan precios 
que obedecen a situaciones o a circunstancias políticas que en 
forma generalizada están divorciadas de lo que es una verdade- 
ra y directa relación entre lo que se ofrece y lo que se recibe. 


El planteo que originalmente llevó a cabo el Poder Ejecuti- 
vo durante el año 1990 y que tuvo como iniciativa la desmono- 
polización de esta y Otras áreas fue objeto de media sanción. 
Luego, con fecha junio de 1993, este nuevo proyecto se remite 
a la Asamblea General con carácter de urgencia, A su vez, la 
Comisión ha trabajado y ha elaborado un proyecto sustitutivo, 
aunque creo que correspondería dejar constancia de las pro- 
puestas básicas que la iniciativa del Poder Ejecutivo incorpora- 
ba. En este sentido, la más importante -quizás, también, la de 
más fácil divulgación- es la desmonopolización de los seguros 
a través de lo que en la redacción sustitutiva se denominó 
como una declaración de libre competencia sobre el tema. 


Otro aspecto a señalar sería que el proyecto del Poder Eje- 
cutivo plantea dotar a toda esta actividad de un marco jurídico 
adecuado y, finalmente, establecer un mecanismo de control 
estatal sobre el sistema. 


El proyecto sustitutivo elaborado por la Comisión que tra- 
bajó a conciencia y dentro de los plazos previstos recoge, bási- 
camente, la iniciativa del Poder Ejecutivo, pero, a su vez, se 
incorporaron algunas otras propuestas. Particularmente, me in- 
teresa puntualizar que nuestro sector tiene discrepancias en 
Cuanto al último inciso del artículo 1* -tal como también ha 
sido expuesto por el señor Senador Bouza- y, oportunamente, 
nos referiremos al tema. De todos modos, hemos votado afir- 
mativamente en Comisión los artículos 9%, 10 y 12, que fueron 
incorporados durante la discusión a ese nivel y hacen referen- 
cia al régimen jurídico que se le otorga al Banco de Seguros, a 
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un régimen de ámparo especial para los funcionarios de esa 
institución y a un plazo prudencial de 180 días, a los efectos de 
poner en práctica este proyecto de ley. Todas estas normas han 
obedecido a lo que en oportunidad de considerar el proyecto 
planteamos como negociaciones importantes para que la mate- 
ria de fondo pudiese ser aprobada y que no es otra que la 
desmonopolización. 


Para finalizar, sefior Presidente, quiero referirme a este pro- 
yecto que representa un mojón en la vida del país, un senti- 
miento auspicioso y un muy buen mensaje dentro de una tor- 
menta que día a día parece ahogarnos con proyectos y contra- 
proyectos e instancias políticas que no siempre satisfacen a 
todas las partes. Se trata, sin duda, de un auspicioso mensaje 
para la opinión pública y una respuesta a una necesidad que 
está latente y que permanentemente se constata. Es más; lo 
percibimos en cada una de las intervenciones que podemos 
llegar a tener con respecto a un tema como éste que tiene una 
influencia marcada en un importante sector de la población, 


Este auspicioso mensaje es de recibo y hay que destacarlo, 
porque simboliza la mayoría mediante la cual este proyecto va 
a ser probablemente aprobado -espero que así sea- y representa 
a un espectro muy amplio de la ciudadanía nacional y de los 
sectores políticos. Por esta razón deseaba dejar expresa cons- 
tancia de él, 


El hecho de que no sea ésta la única oportunidad en la que 
se consigue una amplia mayoría con respecto a un tema, no va 
por un camino distinto en el que se pueda enmarcar una con- 
cepción para temas puntuales, identificándola con un objetivo 
macro previamente definido. 


Que Uruguay haya suscrito oportunamente el Tratado de 
Asunción y que para el mismo haya logrado la casi unanimidad 
de los legisladores y el apoyo de todos los sectores del país; 
que haya determinado lo que podría ser definido como una 
política de Estado con respecto al tema de la integración y que 
se aplique este tipo de instrumento nos acerca día a día a una 
integración que nos puede ser favorable, La competitividad de 
nuestras empresas, de nuestros empresarios y de nuestros capi- 
tales, así como la posibilidad de bajar costos, mejorar los servi- 
cios, hacer más transparentes los mercados y de dinamizar y 
hacer más eficientes nuestras empresas, tiene que ser una cons- 
tante en nuestro planteo y ocupar un primer lugar entre las 
prioridades. Asimismo, en' la búsqueda de estos objetivos tene- 
mos que ser cautelosos y prudentes a efectos de que los costos 
de este tipo de instrumentaciones sean lo más bajo posible. 


Desde este punto de vista, el proyecto que viene de la Co- 
misión contempla -con lo incorporado en algunos casos y con 
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lo que estaba establecido en el proyecto original del Poder 
Ejecutivo- la realidad, o sea, tener que asumir una transforma- 
ción importante, pero sin pagar costos elevados. La desmono- 
polización, que es moneda corriente en todo el mundo y que 
representa una forma de instrumentar políticas de Estado que 
otros países y otras organizaciones sociales ya han adoptado 
hace tiempo, es uno de los elementos que debe ser seriamente 
tomado en consideración a los efectos de buscar, para nuestros 
pueblos, el bienestar que todos anhelamos. 


En ese sentido, señor Presidente, deseaba verter estas expre- 
siones en la consideración general de este proyecto. 


5) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una moción de 
orden llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“Mocionamos para que el Senado pase a cuarto intermedio 
hasta el día de mañana a la hora 15 y 30, una vez que finalice 
la exposición del señor Senador Alonso Tellechea. (Firma:) 
Walter Santoro. Senador”. 


-Se va a votar la moción formulada. 
(Se vota:) 
-21 en 24, Afirmativa. 


El Senado pasa a cuarto intermedio hasta el día de mañana 
a la hora 15 y 30. 


(Así se hace, a la hora 19 y 10 minutos, presidiendo el 
doctor Aguirre Ramírez y estando presente los señores Sena- 
dores Alonso Tellechea, Amorín Larrañaga, Arana, Astori, 
Blanco, Bouza, Bouzas, Cadenas Boix, Cassina, Elso Goñi, 
Gargano, Grenno, González Modernell, Korzeniak, Olas- 
coaga, Pérez, Pozzolo, Ricaldoni, Santoro y Urioste). 
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